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S U M A R I O  
Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de 

la mañana. 
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Proyecto de ley de competencia desleal . . 
En defensa de la enmienda de totalidad del Grupo Po- 

pular interviene el señor Camacho Zancada, mani- 
festando que son muchas las razones que tienen 
para pedir la devolución del proyecto al Gobierno, 
siendo la primera el que su contenido no ha debido 
ser estudiado en profundidad, pues es un  texto que 
ha sido dictado de espaldas a los sectores interesa- 
dos, incluso cree que de espaldas al Ministerio de 
Economía y Hacienda y ,  desde luego, de espaldas al 
Grupo ParlameMtario Socialista, que presenta va- 
rias enmiendas a un proyecto de reducido articula- 
do. 
Añade que se está produciendo una verdadera revo- 
1ución económica silenciosa y, a la vez, ignorante 
de las consecuencias que la reforma mercantil pue- 
de tener para España, ya que se está cometiendo un 
desarme jurídico que va a permitir que los países co- 
munitarios encuentren un terreno abonado que no- 
sotros no tenemos en Europa. Parece como si este 
proyecto de competencia desleal hubiera sido hecho 
por los propios competidores de la sociedad y de la 
economía española y no por el Gobierno. El proyec- 
to es extemporáneo, inoportuno y además contiene 
graves defectos técnicos. Se invoca mucho el Dere- 
cho comparado, cuando resulta que en la Europa 
comunitaria no hay más doctrina ni ley de defensa 
de la competencia que la alemana, reduciéndose 
todo el contenido de la ley a hacer protagonistas a 
los consumidores en el fenómeno de la competencia 
desleal. La ley está inspirada en una situación de 
1981 en que no había en Europa una sola ley del 
consumidor, pero hoy en día, 1990, las leyes espe- 
cíficas de defensa de los intereses del consumidor 
son una realidad en todos los países europeos y,  por 
supuesto, en España desde 1984. El Grupo Popular 
no está, desde luego, en contra de la defensa de los 
intereses de los consumidores, pero piensa que cada 
cosa debe estar en su sitio y cada asociación y or- 
ganización debe estar cumpliendo su función sin in- 
tewencionismos que contribuyan a distorsionar 
toda la economía española. E n  este sentido, consi- 
dera al proyecto de ley un dislate y ,  además, una dis- 
torsión en la legislación comunitaria. 
Califica también al proyecto de ley de regresivo y de 
tener una mala técnica legislativa y procesal, moti- 
vos todos ellos que justifican, a su juicio, la enmien- 
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da de devolución al Gobierno, para la que pide el 
voto favorable de esta Cámara. 

En  turno en contra interviene, en nombre del Grupo 
Socialista, el señor Jover i Presa, anunciando que 
votarán en contra de la enmienda de totalidad que 
se acaba de defender porque las razones aducidas, 
si alguna de ellas puede tener un cierto fundamen- 
to, no justifican en absoluto la devolución del pro- 
yecto al Gobierno. Afectan a posibles problemas que 
tienen fácil solución por la vía de enmiendas par- 
ciales y ,  por tanto, no exigen una devolución del tex- 
to al Gobierno. A tal, efecto el Grupo Socialtsta, tan- 
to en ponencia como en comisión, y después en el 
Senado, está abierto a todas las propuestas que pue- 
dan mejorar ese texto, como siempre han hecho. Tal 
afán de mejora del Grupo Socialista quedó ya pues- 
to de manifiesto en la legislatura anterior y en esta 
misma ocasión ha presentado algunas enmiendas 
con ese fin, según se ha reconocido por el señor Ca- 
macho. Reconoce, no obstante, que en ningún caso 
les va a ser posible la aceptación de las propuestas 
del Grupo Popular por la falta de coincidencia con 
ellas y respecto de las que se han aducido razones 
que, a su juicio, no son ciertas. Por ejemplo, no es 
pxacta una de las razones esenciales aducidas para 
pedir la devolución del proyecto al Gobierno, afir- 
mando que se basa en u n  modelo de Derecho de la 
competencia desleal completamente superado, afir- 
mación con la que el Grupo Socialista está en desa- 
cuerdo. 
Respecto a la acusación de que se trata de un  pro- 
yecto farragoso y con mala técnica legislativa, tam- 
poco cree que tenga razón el enmendante, pues lo 
que realmente sucede es que se trata de un proyecto 
que utiliza un lenguaje muy técnico, tremendamen- 
te depurado, lo que puede dar lugar, en algún caso, 
a ciertas dificultades de interpretación por aquellos 
que no, son expertos en la materia. Pero este aspecto 
también tiene fácil arreglo por la vía de enmiendas 
parciales, al igual que el relativo a la confusión de 
conceptos o términos en el proyecto de ley. Añade 
que el proyecto defiende, en primer lugar, el interés 
colectivo de los consumidores y ,  sobre todo, el inte- 
rés público de la comunidad representado por el Es- 
tado, no entendiendo por qué el señor Camacho se 
escandaliza de que el Estado aparezca para defen- 
der dicho interés público. 
Termina señalando el señor Jover i Presa que el Gru- 
po Popular esta pensando en un ordenamiento des- 
tinado fundamentalmente a resolver problemas en- 
tre empresarios, sin acordarse de los consumidores 
ni de las asociaciones o corporaciones representa- 
tivas de intereses profesionales, a través de u n  mo- 
delo que realmente comienza a estar superado en 
toda Europa y en cuyo camino, desde luego, no van 
a encontrar al Grupo Socialista. 

Replica el señor Camacho Zancada y duplica el señor 
Jover i Presa. 
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Para fijación de posiciones intervienen los señores 
Santos Miñón, del CDS; Castellano Cardalliaguet, 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, y 
Trías de Bes i Serra, del Grupo Catalán (Conver- 
gdncia i Unió). 

Sometida a'votación, se rechaza la enmienda de tota- 
lidad debatida por 86 votos a favor, 154 en contra 
y 34 abstenciones. 
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No habiéndose presentado enmiendas al presente pro- 
yecto de ley, se somete directamente a votación el 
dictamen de la Comisión correspondiente, que es 
aprobado por unanimidad, con 275 votos a favor. 

Se levanta la sesi6n a las diez y treinta y cinco minu- 
tos de la mañana. 

Se reanuda la sesión a las nueve y cinco minutos de la 
mañana. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE COMPETENCIA DESLEAL 
(Número de expediente 121/000007) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Entramos en el punto séptimo del orden del día, deba- 

tes de totalidad de iniciativas legislativas. En primer lu- 
gar, debate relativo al proyecto de ley de competencia 
desleal. A este proyecto se ha presentado una enmienda 
de totalidad, que postula la devolución al Gobierno, por 
parte del Grupo Popular. 

Para defender la enmienda presentada por dicho Gru- 
po, tiene la palabra el señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Señor Presidente, se- 

ñorías, el Grupo Popular pide la devolución al Gobierno 
de este proyecto de ley por muchas razones que voy a tra- 
tar de resumir. La primera es porque este proyecto no ha 
debido de ser estudiado profundamente por el Gobierno. 
Es un proyecto que ha sido dictado de espaldas a los sec- 
tores interesados, y yo creo que dictado de espaldas al Mi- 
nisterio de Economía y Hacienda, a la Secretaría de Es- 
tado de Economía y de Comercio y, por supuesto, de es- 
paldas al Grupo Parlamentario Socialista, tanto en el 
Congreso como en el Senado, en cuanto que a pesar de 
que ya lo enmendaron en la anterior legislatura, ahora 
presentan hasta nueve nuevas enmiendas a un proyecto 
que sólo tiene veintisiete artículos. 

Se está produciendo una verdadera revolución econó- 
mica silenciosa pero ignorante a la vez de las consecuen- 
cias que la reforma mercantil puede tener para España. 
Estamos produciendo un desarme jurídico que va a per- 
mitir que los países comunitarios encuentren un terreno 
abonado que nosotros no tenemos en Europa. Precisamen- 
te el Gobierno el 26 de enero tomó un acuerdo ... (Rumo- 
res.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Camacho. 
(Pausa.) Puede continuar. 

El señor CAMACHO ZANCADA: El Gobierno tomó un 
cuerdo del 26 de enero según el cual se dijo que se iba a 
confeccionar un cuestionario de evaluación que debería 
acompañar a los proyectos normativos que se eleven al 
Consejo de Ministros, con una serie de preguntas y en- 
cuestas para que se realice una indagación, una consulta 
a la sociedad, a los sectores interesados, sobre las necesi- 
dades, repercusiones y efectos de los proyectos de dispo- 
siciones con rango legislativo. Señorías, este acuerdo del 
Consejo de Ministros no ha sido cumplido. Este proyecto 
de ley es la prueba evidente de la excepción que confirma 
toda regla. 

Parece como si la reforma de la legislación mercantil, 
como si este proyecto de ley de competencia desleal hu- 
biera sido hecho por los propios competidores de la so- 
ciedad y de la economía española y no por el Gobierno. 
Se trata de un escándalo, digamos, intelectual nada más, , 
porque supongo que el Gobierno habrá pagado la propie- 
dad intelectual a los catedráticos de Derecho Mercantil 
don Aurelio Menéndez y don Cándido Paz Ares, catedrá- 
ticos de Derecho Mercantil que son los verdaderos padre, 
madre, inspiradores doctrinales de esta ley. 

El señor Paz Ares, en la revista «Derecho Mercantil)) nú- 
mero 159, de enero a marzo de 1981, publica un trabajo 
que se titula «El ilícito concurrencial. Dogmática mono- 
polística a la política antitrustn, un ensayo sobre el dere- 
cho alemán sobre la competencia desleal. Y don Aurelio 
Menéndez escribe en su discurso de ingreso en la Real 
Academia de Jurisprudencia y Legislación una monogra- 
fía publicada por «Civitas» en 1988 que es el verdadero 
origen de la ley inspirada en el trabajo de Paz Ares. Ahí 
es donde verdaderamente se puede pensar en la extempo- 
raneidad, la inoportunidad y los graves defectos técnicos 
de este proyecto que debatimos. 
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En la página 15 1 de la monografía (y voy a citar las pá- 
ginas para que dé lugar a que lo estudie con detenimien- 
to el portavoz socialista) dice que el proyecto de ley de 
competencia desleal debe abarcar los distintos ámbitos 
económicos en los que se produce el fenómeno, e incluir- 
lo en lugares sistemáticamente presididos por otras fina- 
lidades. Y dice Menéndez: Se insiste en esta cuestión por- 
que el panorama en este momento que ofrecen los traba- 
jos prelegislativos elaborados (fecha del discurso el 16 de 
mayo de 1988) apuntan en una dirección contraria. Seño- 
rías, la misma dirección que ha tomado este Congreso al 
aprobar la Ley de marcas, la Ley de publicidad, la Ley de 
defensa de la competencia, proyectos ya aprobados y so- 
bre los que en la monografía a que he hecho referencia se 
dice: Para que sirva el proyecto de ley de competencia 
desleal hay que quitar a los proyectos que menciona ese 
trabajo todo su sentido de competencia desleal. Por eso 
se pide en este proyecto que se derogue la Ley de marcas. 
Pero es que, señorías, en la exposición de motivos, que es 
farragosa y cuya inteligencia es merecedora de premio, se 
dice que la Ley de marcas y la Ley de publicidad de 1988 
(10 y 11 de noviembre) son obsoletas. 

Aurelio Menéndez empieza el título preliminar dicien- 
do: Vamos a hacer la verdadera ley de defensa de la com- 
petencia, como nos proponemos formular, en las directri- 
ces de este trabajo. Parece que lo ha conseguido, pero ello 
no sería todo lo grave que podría acarrear si no es por la 
influencia de la doctrina alemana. En la exposición de 
motivos y en el texto continuamente se hace una invoca- 
ción al derecho tradicional de la competencia, renovación 
del derecho de competencia desleal, derecho comparado. 
Señorías, no hay doctrina en Europa más que la alemana 
y no hay ley en Europa más que la alemana, en la Euro- 
pa comunitaria; la hay en Suiza, que no es Comunidad 
Europea, y existen dos artículos del Código de Comercio 
italiano. Por consiguiente, ¿a qué se refiere el proyecto 
para justificar este dislate cuando cita tantas veces el de- 
recho comparado y tantas veces nuestro viejo y tradicio- 
nal derecho de la competencia? 

Toda la filosofía del proyecto está en tres áreas, pági- 
na 146, del trabajo de Paz Ares, página 28 del de Aurelio 
Menéndez. Dicen que en competencia desleal hay un mo- 
delo paleoliberal (Aurelio Menéndez); deslealtad frente al 
competidor (Paz Ares); un modelo profesional (Menén- 
dez); de lealtad frente al consumidor (Paz Ares), y un mo- 
delo social, que es el que sigue la ley, deslealtad del mer- 
cado, según Paz Ares. 

Pues bien, todo el contenido de esta ley se reduce a ha- 
cer a los consumidores protagonistas en el fenómeno de 
la competencia desleal. Piensen, señorías, que este traba- 
jo que inspira la ley se hace en 1981, cuando el movimien- 
to consumerista era incipiente en toda Europa. No había 
ni una sola ley del consumidor. Y hoy estamos en 1990, 
cuando las leyes específicas de defensa de los intereses del 
consumidor son una realidad en todos los países europeos 
y, por supuesto, en España desde el año 1984. 

Señorías, este Diputado tiene el honor de haber elabo- 
rado el primer proyecto de la ley de defensa del consumi- 
dor, en el ano 1980. El Grupo Socialista, en aquel momen- 

to, se opuso, por medio de un ilustre Diputado que se sien- 
ta en esta Cámara y al que no veo aquí hoy, formulando 
hasta una enmienda alternativa a ese texto. Pues bien, 
cuando los socialistas pasaron a ser Gobierno copiaron la 
mayor parte del anteproyecto que habíamos elaborado a 
partir de la dirección de este Diputado, y es el más válido 
y la parte más consecuente que hoy se está aplicando 
como Ley de defensa del consumidor. Con eso quiero de- 
cir que mi Grupo no está en contra de la defensa de los 
intereses de los consumidores, pero cada cosa debe estar 
en su sitio, y cada asociación y cada organización debe es- 
tar cumpliendo su función, para evitar lo que dice el Mi- 
nistro de Justicia cuando presentó esta ley en la anterior 
legislatura, algo verdaderamente gravísimo, y siento que 
no esté aquí hoy. Dijo: El Gobierno entiende el proceso 
de la competencia no como un proceso horizontal que tie- 
ne lugar entre los empresarios, sino como un proceso ver- 
tical en el que participan los consumidores. Y ahora se 
dice: en el que participa también el Estado. Es decir ¿va- 
mos a inventar, a los siete años de Gobierno socialista, el 
verticalismo en las decisiones? ¿Vamos a inventar que 
desde el Estado, desde la defensa del Estado, los empre- 
sarios y los consumidores, cuando cada uno tiene su mar- 
co legislativo propio, y así ha sido desarrollada la Cons- 
titución, van a hacerse intervenir en este momento para 
distorsionar toda la economía española? Yo entiendo que 
esto es un dislate y, además, una distorsión en la legisla- 
ción comunitaria. 

Se quiere resucitar la vieja y la nueva -porque aún ve- 
remos que está cambiando la doctrina- polémica sobre 
lo que es competencia prohibida; competencia ilícita, 
prácticas restrictivas a la competencia, defensa de la com- 
petencia, abuso de la posición dominante, competencia 
desleal, no ilícita -ojo a la denominación del trabajo del 
señor Paz Ares-, y, honradamente, este último caballe- 
ro, en su página 141 descalifica el proyecto al introducir 
los consumidores, cuando dice: No podemos abordar en 
este trabajo el temario relativo a la protección del consu- 
midor, porque los problemas que plantea son de los es- 
tándares'de deslealtad, es decir, en qué medida un acto, 
por ser contrario a los intereses de los Consumidores, se 
convierte en desleal. El problema -dice- lo intentó so- 
lucionar Reich, en el año 1965, en el artículo 13 de la ley 
alemana. Y dice: Ya no se podía seguir estimando que la 
competencia tenía lugar sólo como proceso paralelo en- 
tre competidores, sino que era necesario admitir que se 
producía como proceso de cambio con los consumidores 
(cuando aún, señorías, no había una ley de defensa de los 
consumidores). Por eso, me atrevo a calificar este proyec- 
to de regresivo, por cuanto nos está situando en 1980, 
cuando aún no existía una legislación de defensa de los 
consumidores. Y dice el señor Menéndez -es alarmante 
e incomprensible que lo diga en 1988-, página 99: Para 
comprender el cambio de función de la disciplina de la 
competencia hay que reforzar al consumidor como parte 
débil (no había ley; la hay desde el año 1984; pero en el 
año 1980, cuando se hace el trabajo de Paz Ares no había 
ley). Y cita una frase: El interés de los consumidores, 
como decía Calman, constituye tan sólo el pavimento so- 
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bre el que se encuentran los competidores. Señorías, Cal- 
man dice esta frase en 1967, cuando no se ha iniciado el 
movimiento consumerista en España. 

Por tanto, ¿qué se pretende? ¿Copiar la ley alemana de 
1909 y decir que el empresario era el vengador vicario del 
consumidor, que era al empresario al que se le confiaba 
la defensa del consumidor? Ya hemos superado aquellos 
conceptos arcaicos. Hoy el consumidor tiene su propia le- 
gitimación activa para intervenir en el proceso, defen- 
diendo sus intereses típicos, desde la Ley del consumidor. 
Por eso es por lo que cuando en la exposición de motivos 
del proyecto, que copia literalmente el trabajo del señor 
Menéndez, página 148, en veinticinco líneas, punto por 
punto, y dice: El modelo estrictamente liberal se identi- 
fica con el interés de los empresarios; y ahora: El princi- 
pio de tutela del consumidor, que paulatinamente se va 
consolidando en otros sectores del ordenamiento jurídi- 
co, se afirma también en el derecho de competencia des- 
leal. Porque no había ley del consumidor típica, por eso 
se regulaba a través de Ley de marcas, de Ley de la pro- 
piedad industrial y de Ley de la propiedad intelectual, 
pero hoy hay una ley típica del consumidor. Por tanto, pa- 
rece intolerable la conclusión contraria del año 1988 y que 
este Parlamento esté debatiendo un proyecto de ley an- 
clado doctrinalmente en algo de la prehistoria en el mo- 
vimiento consumidor, como es el movimiento consume- 
rista. 

Señorías, yo creo que este proyecto de ley es regresivo 
y que es una antigualla y, por tanto, debe ser devuelto al 
Gobierno. Muy brevemente voy a decir que debe ser de- 
vuelto porque tiene una mala técnica legislativa y proce- 
sal. En efecto, aparte de que hay artículos de premio, y 
yo pensaba ofrecer uno al Diputado que pudiera explicar- 
lo, me lo han ahorrado porque hoy por fin el Grupo So- 
cialista vuelve a enmendar la Ley, suprime el ar tículo 5: 
Interpretación, que dice -lo voy a leer-: «Artículo 5. In- 
terpretación» -no hay ley que tenga un artículo de in- 
terpretación-: «Los preceptos de esta Ley habrán de ser 
interpretados de acuerdo con el principio de competen- 
cia de prestaciones y demás principios de ordenación del 
sistema de libre competencia». ¡Pobre juez, señorías, que 
tuviera que interpretar en base a ese artículo! Pero el Gru- 
po Socialista ha pedido la supresión del mismo; por tan- 
to, les felicito. Ahora, para hacer una buena ley no basta 
con mejorarla por enmiendas. 

En la legislatura anterior ustedes presentaron cinco en- 
miendas, se aprobaron cuatro, una no se aprobó; hoy pre- 
sentan ocho más. Eso quiere decir que este proyecto no 
estaba muy de acuerdo con la filosofía ni socialista ni mo- 
derna de este Grupo Parlamentario Socialista. Por tanto, 
creo que además de la mala técnica legislativa, se están 
produciendo unos fenómenos de intervencionismo y de 
confusión, que es lo peor que podría pasar. No se debe 
corresponder esto con una legislación en un sistema de- 
mocrático. Intervencionismo porque la cláusula general 
-saben SS. SS.- es la base del proyecto, es lo que ha de- 
batido toda la doctrina y toda la jurisprudencia, y los pa- 
dres morales y materiales del proyecto dicen que la cláu- 
sula general está inspirada en criterios corporativos. Pre- 

cedente: el Estatuto de Publicidad de 11 de junio de 1964; 
precedente: Convenio de la Unión de París, ratificado por 
España, y derecho interno desde el año 1974. Pues bien, 
la contradicción es la siguiente. Dice Aurelio Menéndez 
en la página 98: Se abandonan las fronteras del derecho 
privado clásico para ingresar en el ámbito del derecho 
económico de intervención. Su función consistirá esen- 
cialmente en controlar el poder económico del mercado, 
en otras palabras, la disciplina de la competencia desleal 
se funcionaliza en atención al logro de objetivos de polí- 
tica económica. Este es un lenguaje que está pasado de 
moda en Europa y afortunadamente en España, y afortu- 
nadamente por el Grupo Socialista. ¿Por qué resucitar es- 
tos viejos fantasmas del confusionismo y de la interven- 
ción? Porque además, señorías, el derecho de la compe- 
tencia está de moda en Europa, es algo que en la Comu- 
nidad Europea tiene plena realidad. Sin embargo, el de- 
recho de la competencia desleal no se ha tocado ni una 
sola vez por la Comunidad Económica Europea; sí el de- 
recho de la competencia, el de defensa de la competencia. 

El artículo dice: Se reputa desleal todo comportamien- 
to que ponga en peligro, de manera significativa, la liber- 
tad de decisión del consumidor o el funcionamiento con- 
currencial del mercado, o que, de cualquier otra manera, 
resulte objetivamente contrario a las exigencias de la bue- 
na fe. 

Pues bien, la cláusula general que nos traen hoy al pro- 
yecto tiene dos objetivos: uno, la libertad de decisión del 
consumidor (hay que sacarlo de aquí porque para eso está 
la Ley de defensa del consumidor); dos, el funcionamien- 
to concurrencia1 del mercado (Ley de defensa de la com- 
petencia íntegra). Y añaden algo en donde se demuestra 
que este proyecto está hecho por el Ministerio de Justicia 
y no por el Ministerio de Economía y Hacienda, que es al 
que afecta: que también se reputará desleal cualquier otra 
manera que resulte objetivamente contraria a las exigen- 
cias de la buena fe. 

Por primera vez, señorías, se introduce el concepto de 
buena fe en la legislación mercantil española. El princi- 
pio de la buena fe es un principio de Derecho Civil, es un 
principio general del Derecho; es el límite de los derechos 
subjetivos, según el artículo 7." del Código Civil. En la le- 
gislación mercantil de España y de toda Europa siempre 
ha habido una referencia a las buenas costumbres, a los 
usos honestos mercantiles, a los buenos usos mercantiles. 
Y esto es una fuente de Derecho Mercantil, reconocido 
universalmente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Camacho, le ruego con- 
cluya. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Concluyo cuanto an- 
tes, señor Presidente. 

El Convenio de la Unión de París en el artículo 10 bis, 
derecho interno para España, dice que se reputará acto 
de competencia desleal todo acto de competencia contra- 
rio a los usos honestos en materia industrial o comercial. 
La propia ley alemana, atiendan señorías, se refiere a 
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aquella práctica que viole las buenas costumbres «guten 
sitten», distinto de la buena fe. 

Creo que es abismal la diferencia que se establece en- 
tre un proyecto y otro que, desde luego, obligará al juez 
a estimar algo que son conceptos jurídicos indetermina- 
dos, como son: cuáles son las exigencias de la buena fe; 
cuándo es una conducta objetivamente contraria a la bue- 
na fe; qué significa poner en peligro, de manera signifi- 
cativa, esa libertad de decisión o ese funcionamiento con- 
currencial del mercado. Ahora que los autores doctrina- 
les de este proyecto son honestos, como lo son los intelec- 
tuales, y dicen literalmente algo muy grave y que desca- 
lifica el proyecto por sí mismo: El problema capital para 
hacer una ley de este corte está a la hora de delimitar los 
conceptos jurídicos indeterminados a los que remiten las 
cláusulas generales de la legislación sobre la materia: las 
buenas costumbres del artículo 1 .O de la ley alemana; los 
principios de corrección profesional del artículo 2.598 del 
Código Civil italiano; la buena fe objetiva del artículo 1 .O 

de la Ley suiza o los usos honestos en materia industrial 
o comercial del artículo 10 del Convenio de la Unión de 
París. 

Creemos que en España no podemos operar huyendo 
hacia delante en una confusión por superación. La ley a 
la española, introduciendo la buena fe como panacea, es 
una auténtica aberración legislativa. Por eso es por lo que 
el texto está contradicho por los propios padres morales 
y materiales de esta nueva doctrina que intenta hacerse 
en España. 

Termino, señor Presidente. El propio Paz Ares en su tra- 
bajo de 1981, en las páginas 102 a 105, que recomiendo 
que lea el ponente socialista y los demás ponentes de esta 
ley, dice: El fundamento de la decisión se halla irreme- 
diablemente abocado a estatuir la regla; los expedientes 
están preñados de genericidad y descubrimos hoy (1 981) 
que el juez no tiene que aplicar el derecho, tiene que com- 
ponerlo (derecho anglosajón); su situación es semejante a 
la del propio legislador. Estamos trasmutando los princi- 
pios de nuestro Derecho Romano, que muchas veces es ro- 
manista, al derecho anglosajón, en una justicia sobre cuyo 
funcionamiento es mejor no extenderse aquí. La conclu- 
sión, dice Paz Ares, es obvia: La delegación de la forma- 
ción de la norma al juez significa de hecho que la política 
económica entra en el supuesto de las buenas costumbres. 

Señoría, no puede aguantarse en España una legisla- 
ción hecha a base de grupos de casos. 

El señor PRESIDENTE: Señor Camacho, le llamo al 
principio de la proporcionalidad. Su turno ha concluido 
hace seis minutos. Tiene un minuto para terminar. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Termino, señor Presi- 
dente. En España, en el año 1989, el Tribunal Supremo 
ha dictado seis sentencias sobre competencia. En Alema- 
nia, en la introducción a los cien primeros volúmenes del 
Tribunal Supremo civil se han dictado cientos y miles de 
sentencias sobre competencia. Parece el chiste aquél del 
elefante y el estudio alemán. 

No quiero entrar a debatir las enmiendas que se han 
presentado, sino hacer una brevísima referencia ... 

El señor PRESIDENTE: No, señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Señor Presidente, mu- 
chas gracias. Perdone que haya abusado del tiempo y le 
agradezco la condescendencia que ha tenido conmigo. 
Sólo me queda pedir que voten en contra del proyecto y 
acepten la enmienda a la totalidad. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camacho. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Jover. 

El señor JOVER 1 PRESA: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, el Grupo parlamentario Socialista va 
a votar en contra de la enmienda de totalidad, que acaba 
de ser defendida desde esta tribuna por el señor Camacho. 

Lo hacemos, para empezar, porque si alguna de las mu- 
chas razones que aquí se han aducido puede tener un cier- 
to fundamento -habrá que verlo-, ello no justifica la de- 
volución del proyecto al Gobierno. Se trata de posibles 
problemas que tienen fácil solución por la vía de las en- 
miendas parciales y, por tanto, no exigen una devolución 
del texto al Gobierno. 

Yo quiero iniciar mi intervención afirmando algo que 
es cierto y sabido por el Grupo Popular, y es que noso- 
tros, los socialistas, tanto en Ponencia como en Comisión 
y, después, en el debate en el Senado, ,estamos abiertos a 
todas las propuestas que puedan mejorar este texto. Siem- 
pre lo hemos hecho así. Lo hicimos ya en la anterior le- 
gislatura con este proyecto de ley que fue debatido en esta 
Cámara -enmienda de totalidad del Grupo Vasco-, en 
Ponencia, en Comisión y, después, en el Senado. Estamos 
dispuesto a volver a buscar un acuerdo para conseguir un 
texto que sea lo más perfecto posible. Como ha dicho el 
señor Camacho, el Grupo Socialista ha demostrado este 
deseo de mejora, y ahí están las enmiendas que se han pre- 
sentado. 

En otkos casos, esta postura abierta no va a ser posible 
porque no coincidimos con muchas de las razones que se 
han aducido en la justificación. No son ciertas. Por ejem- 
plo, no es cierto, a pesar de que el señor Camacho segu- 
ramente lo ha comprendido y aquí no lo ha dicho, que el 
proyecto vulnere competencias de las Comunidades Au- 
tónomas. No lo ha dicho el señor Camacho, pero está en 
la justificación escrita de la enmienda. 

Sobre todo -y éste es un aspecto más importante-, lo 
esencial de las razones aquí aducidas para pedir la devo- 
lución del proyecto al Gobierno no puede ser aceptado 
porque se basa en una filosofía, en un modelo del dere- 
cho de la competencia desleal que consideramos comple- 
tamente superado o, al menos, en vías de superación y 
con el cual, desde luego, el Grupo parlamentario Socia- 
lista no está de acuerdo. 

Vamos a empezar por las primeras, por aquellas que, 
a nuestro juicio, tienen fácil solución por la vía de las en- 
miendas parciales. Lo que yo no voy a hacer aquí, señor 
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Presidente, es entrar en un debate doctrinal, como parece 
que quería el señor Camacho. Aquí estamos ante una Cá- 
mara política, no ante una cátedra de Derecho mercantil 
o Derecho público de la economia. Por tanto, me parece 
fuera de lugar que pretendamos abrir un debate aquí so- 
bre las últimas publicacione5 sobre la materia por parte 
de la doctrina científica. Está completamente fuera de lu- 
gar y, señor Camacho, ahí no nos va a encontrar. No creo 
que éste sea el momento adecuado para ello. 

En todo caso, y por cerrar el tema, yo no acabo de com- 
prender si el señor Camacho está a favor o en contra de 
la filosofía que inspira el proyecto y que está de alguna 
manera implícita en el trabajo al que se refiere S. S. ,  por- 
que la ha utilizado alternativamente tanto para atacar el 
proyecto como para defender lo que no es malo. Señor Ca- 
macho, no le entiendo. 

Sólo quiero decirle que las dos personas que usted ha 
citado aquí como padres intelectuales de la criatura son 
de un extraordinario prestigio en el campo del Derecho 
mercantil, o sobre todo, la primera persona que ha cita- 
do usted sabe que no solamente es catedrático de Dere- 
cho mercantil, sino que fue Magistrado del Tribunal Cons- 
titucional, además, fallido Presidente del Tribunal Cons- 
titucional, propuesto por el que entonces era su Grupo 
cuando se discutía el tema. No creo que pueda decirse que 
sea una persona que vaya a defender posiciones de un de- 
terminado lado de la Cámara exclusivamente. Repito que 
no quiero entrar en esta discusión de tipo doctrinal por- 
que creo que no es la más adecuada para el momento. 

Vamos a pasar a los aspectos más concretos. Usted dice 
que el proyecto es confuso, es farragoso; que la exposi- 
ción de motivos es tremendamente farragosa. No, señor 
Camacho, no es así. Lo que sucede es que el texto -y eso 
sí que es verdad- utiliza un lenguaje muy técnico, tre- 
mendamente depurado, a veces, demasiado. Eso signifi- 
ca, obviamente, que es posible que alguno de los artícu- 
los del proyecto puedan tener ciertas dificultades de in- 
terpretación para aquellos que no son expertos en la ma- 
teria. Eso tiene un arreglo muy fácil por vía de enmien- 
das parciales. Por cierto que, en cuanto al caso más sig- 
nificativo que usted ha mencionado aquí, el del artículo 
S:, estamos de acuerdo. El Grupo parlamentario Socia- 
lista también propone la supresión de este artículo, no 
porque crea que es malo en sí, sino porque no es necesa- 
rio y porque cuando se introduce una claúsula interpre- 
tativa en una ley si aclara las cosas, muy bien, pero si no 
lo hace suficientemente conviene prescindir de ella. En 
ese aspecto, no creo que vayamos a tener problemas de 
ninguna naturaleza. 

Dice usted que el proyecto de ley es confuso porque 
mezcla conceptos que están contenidos en otras leyes. Ha 
citado aquí leyes como la Ley General de Publicidad, la 
Ley de Marcas y la Ley de Defensa de la Competencia. 
Voy a intentar, señoría, explicarme para que S. S. pueda 
entenderme. No hay ningún problema de encaje ni con- 
tradicción alguna con la Ley de Publicidad ni con la Ley 
de Marcas. La Ley de Publicidad tenía un artículo en el 
que se regulaba el problema de la publicidad comparati- 
va como práctica desleal. Posteriormente, la Ley de Mar- 

:as, en sus artículos 87, 88 y 89, establecía algunos pre- 
:eptos muy cortos, sencillos y simples, para regular los 
Dosibles problemas de competencia desleal exclusivamen- 
te en materia de marcas. Si S. S. se lee la exposición de 
motivos de la Ley de Marcas, verá que allí se decía que 
:ra una regulación provisional, que ante la realidad de 
que en nuestro ordenamiento jurídico, no existía -hoy si- 
zue sin existir, hasta que no se apruebe este proyecto no 
Zxiste- una auténtica regulación del derecho a la com- 
petencia desleal, era necesario, aunque fuera provisional- 
mente y por lo que se refería a las marcas, establecer una 
ierta regulación, a la espera de que cuanto antes llegase 
la ley sectorial global, la ley de competencia desleal. Esto 
:s lo que Ocurre. 

En la medida en que este proyecto de ley se basa en 
una filosofía, en un modelo, que rompe bastante con la si- 
tuación actual, es conveniente derogar los tres artículos 
de la Ley de Marcas. Eso es lo que hace este proyecto en 
su disposición derogatoria: deroga los tres artículos de la 
Ley de Marcas que regulaban la competencia desleal por- 
que ya no son necesarios, porque ahora se han producido 
las previsiones que hacía la propia Ley de Marcas. Ahora 
tenemos aquí la ley sectorial de competencia desleal y, 
por lo tanto, no hay ningún problema de encaje. 

Usted se ha referido al problema que puede plantear 
este proyecto en sus relaciones con una ley que fue apro- 
bada por esta Cámara en la Legislatura pasada, que ya 
está publicada en el #Boletín Oficial del Estado», que es 
la Ley de Defensa a la Competencia. Señor Camacho, le 
voy a explicar lo que ocurre con este tema. El moderno 
derecho de la competencia desleal en casi toda Europa, 
sobre todo en Alemania, pero también por vía jurispru- 
dencial -usted se ha leído la ley pero no la jurispruden- 
cia- en Francia y en Italia, lo que está haciendo es supe- 
rar sus viejas formqlaciones de tipo paleoliberal o corpo- 
rativo profesional. Sobre todo, a partir de la Segunda 
Guerra Mundial está emergiendo un nuevo derecho de la 
competencia desleal que se presenta no ya como un orde- 
namiento dirigido a resolver conflictos entre empresarios, 
sino que va, fundamentalmente, destinado a la defensa de 
otros intereses, no solamente los intereses de los empre- 
sarios. Aquí está el gran problema, ésta es la cuestión que 
no acaba de entender, señor Camacho. 

Si usted se lee -y creo que lo ha hecho- la exposición 
de motivos del proyecto, que de un plumazo pretende su- 
primir, se dará cuenta que está muy bien explicado. Ahí 
se dice que lo que pretende este proyecto es defender no 
solamente los intereses privados de los empresarios 
-ésos también-, sino, además, otros intereses que tam- 
bién deben ser defendidos por un ordenamiento de la 
competencia desleal. ¿Cuáles son? En primer lugar, el in- 
terés colectivo de los consumidores -¡claro que sí!- y, 
sobre todo, el interés público de la comunidad represen- 
tado por el Estado. No sé por qué usted se escandaliza 
aquí de que el Estado aparezca para defender un interés 
público. ¿Cuál es ese interés público? El interés que to- 
dos tenemos para mantener en el mercado un orden con- 
currencial saneado. Lo dice la Constitución en su artículo 
38: «... libertad de empresa en el marco de la economía 
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de mercado.,, No es posible una economía de mercado si 
no hay un orden concurrencia1 saneado, y el Estado, en 
representación de toda la comunidad, tiene la obligación 
de defender este interés público que no se confunde ni con 
los intereses colectivos de los consumidores ni, mucho 
menos, con los intereses privados de los empresarios. Es 
el interés de la comunidad, para que haya un orden con- 
currencial saneado. 

¿Qué pasa entonces? Lo que sucede, señor Camacho, es 
que es inevitable que el derecho de la competencia des- 
leal vaya asumiendo buena parte de los postulados de eso 
que se llamaría el derecho «anti-trust», el derecho anti- 
monopolio; en suma, lo que en nuestra terminología lla- 
mamos el derecho de defensa de la competencia. A lo que 
se está yendo en todo el derecho comparado es a un pro- 
ceso de integración del derecho de la competencia desleal 
en el marco, mucho más amplio, del derecho «anti-trust», 
del derecho antimonopolio, del derecho de defensa de la 
competencia. 

En ese sentido, no solamente no hay contradicción al- 
guna, sino que la realidad es que ambos textos normati- 
vos (la Ley de Defensa de la Competencia, que ya está 
aprobada y en vigor, y este proyecto de ley de competen- 
cia desleal, que este Parlamento aprobará en un plazo, 
cuanto más corto mejor) son consecuencia de la misma fi- 
losofía, de una concepción similar; por lo tanto, es lógico 
que en muchos aspectos se refieran a cosas similares. Aquí 
no hay contradicción, al contrario, hay asunción de un 
modelo común. Y eso es lo que realmente importa de todo 
lo que aquí decimos. 

Estoy .dispuesto a reconocerle, señor Camacho -fíjese 
si estoy abierto esta mañana a sus propuestas-, que al- 
gún precepto de este proyecto puede provocar distorsio- 
nes respecto a la Ley de Defensa de la Competencia. Es 
una idea personal, una opinión mía, seguramente no com- 
partida por otros miembros de mi Grupo, ni siquiera por 
el autor de la Ley, pero le digo sinceramente que pienso 
que es posible que en algún precepto haya distorsiones 
que ustedes no han visto porque no enmiendan la cues- 
tión. No se lo voy a decir ahora, ya lo veremos en Ponen- 
cia. Es posible que haya distorsiones, sobre todo por lo 
que se refiere a la existencia de una doble vía adminis- 
trativa en defensa de la competencia judicial en compe- 
tencia desleal. También se puede resolver; no es proble- 
ma que no se pueda resolver por la vía de una pequeña 
enmienda, de una disposición adicional. Por tanto, repi- 
to, no justifica la devolución del proyecto al Gobierno. 

En realidad, ¿cuál es el problema de fondo que subya- 
ce en todas estas acusaciones que usted hace aquí de 
farragosidad, de confusión ..., ha llegado a decir de con- 
tradicciones en el seno del Gobierno? Yo no estoy hablan- 
do aquí en nombre del Gobierno, sino del Grupo Socia- 
lista. Lo que puedo asegurarle es que dentro del Grupo So- 
cialista no hay contradicciones de ninguna naturaleza. 
¿Es que usted se va a escandalizar porque el Partido so- 
cialista presente enmiendas a un proyecto de ley? ¡Falta- 
ría más que este Grupo no pudiese presentar enmiendas! 
Las previsiones del Reglamento de la Cámara para la pre- 
sentación de enmiendas también se refieren a mi Grupo, 

aunque sea el Grupo mayoritario. Creo que este tema no 
debe preocupar a nadie, ni tampoco la posible existencia 
de contradicciones en el seno del Gobierno. 

Le recuerdo, señor Camacho, que este proyecto ha pa- 
sado dos veces por el trámite previo a su envío a la Cá- 
mara; dos veces por Comisión de Subsecretarios, dos ve- 
ces por Consejo de Ministros. Es un proyecto que llegó 
aquí la legislatura pasada, que no se pudo aprobar a tiem- 
PO antes de la disolución de las Cámaras y que, por eso, 
ha tenido que ser nuevamente planteado. 

[Cuál es el problema de fondo? Bajo estas acusaciones 
que usted hace lo que subyace es otra cosa. Subyace, por 
parte de su Grupo, la defensa de un modelo, de una filo- 
sofía, sobre lo que ha de ser el ordenamiento de la com- 
petencia desleal que, como he dicho antes, empieza a es- 
tar superada en muchos países de nuestro entorno geo- 
gráfico, cultural y jurídico. Desde luego, en Alemania está 
ya completamente superada. Desde los años 60, la nueva 
ley que se aprobó de competencia desleal superó este mo- 
delo. Y, por vía jurisprudencial, también se superó en 
otros países. ¿Por qué? Porque ese modelo al que usted se 
refiere y que usted defiende con tanta fuerza, eso que la 
doctrina llama modelo paleoliberal o, posteriormente, 
modelo corporativo profesional, empieza a estar comple- 
tamente superado. Ustedes se agarran todo lo que pueden 
a este modelo ya superado. Esta filosofía que ustedes tie- 
nen de lo que ha de ser el ordenamiento de la competen- 
cia desleal se deduce no sólo de su intervención, sino tam- 
bién del conjunto de enmiendas parciales que presentan 
al proyecto. 

Ya sé que éste no es el momento adecuado para discu- 
tir estas enmiendas parciales, pero me permito referirme 
a ellas no para contestarlas, sino para extraer de ellas cuál 
es el modelo que anima, sefior Camacho, su demanda de 
devolución del proyecto al Gobierno. Ustedes tienen un 
modelo de competencia desleal, que se ajusta bastante a 
esas expresiones de modelo paleoliberal o corporativo 
profesional a que se refiere la doctrina. Se observa clara- 
mente en sus enmiendas. iQué resulta de sus enmiendas? 
Ustedes proponen no sólo la supresión de toda la exposi- 
ción de motivos, sino también de los artículos S:, 8:, 9:, 
1 1 ,  12, 14, 15, 16, 17, 18 ... {Qué quedaría de la ley si acep- 
tásemos todas estas enmiendas? 

Ustedes (ya veo que le hace gracia, pero a mí no me la 
hace tanto) llegan a decir que materias tan importantes 
como los actos de engaño, las ventas con obsequios o pri- 
mas, los contratos acoplados, los actos de comparación y 
de publicidad comparativa, los actos de imitación, el es- 
pionaje industrial, el trato discriminatorio a los consumi- 
dores, la explotación de la posición fuerte en que se pue- 
da encontrar alguna empresa respecto a otras que no tie- 
nen otros medios de aprovisionamiento, las prácticas pre- 
datorias ..., ustedes dicen que todo esto no se regule; que 
quede fuera y se suprima de la ley; que quede al libre jue- 
go de las fuerzas del mercado; que no sea regulado. Pare- 
ce que ustedes quieren que nada de esto se regule. ¡Pero 
si todo el derecho comparado regula estas prácticas anti- 
competitivas, desleales! Ustedes proponen suprimirlas. 

Parece que la idea que tienen ustedes es que la mejor 
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ley de competitividad es la que no existe. Ustedes pien- 
san: dejemos que el mercado se las arregle y no vayamos 
a regular, en absoluto, todos estos actos desleales anti- 
competitivos, anticoncurrenciales, en el mercado. Cierta- 
mente, ustedes son muy libres de defender este modelo ul- 
traliberal, pero acepten que nosotros no estemos de acuer- 
do con él. Eso, por lo menos. Además, esta concepción de 
tipo profesional, de tipo corporativo, que ustedes defien- 
den y mantienen implícita en su modelo, se ve claramen- 
te de la propuesta que hacen, por ejemplo, cuando propo- 
nen que la ley solamente sea de aplicación a los empre- 
sarios (enmienda al artículo 3.9 ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Jover, le ruego conclu- 
ya. 

El señor JOVER PRESA: Concluyo, señor Presidente, 
en un minuto. 

Ustedes están pensando en un ordenamiento fundamen- 
talmente destinado a resolver problemas entre empresa- 
rios. No se acuerdan de los consumidores, no se acuerdan 
de las asociaciones de consumidores; no se acuerdan tam- 
poco de las asociaciones o corporaciones representativas 
de intereses profesionales, porque pretenden, además, que 
no tengan acción, legitimación, para ejercer las acciones 
procesales que están previstas en la ley. Ustedes están 
pensando en un modelo de competencia desleal que sola- 
mente está destinado a resolver problemas entre empre- 
sarcos. Ese modelo es perfectamente defendible, yo no es- 
toy aquí criticándolo. Lo que le digo, señor Camacho, es 
que es un modelo que empieza a estar superado en toda 
Europa y que, desde luego, en ese camino ustedes no nos 
van a encontrar. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Jover. 
Tiene la palabra el señor Camacho. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Señor Presidente, se- 
ñorías, muchas gracias, señor Jover, por su intervención. 
Yo ya no me escandalizo de nada, señor Jover. Pero, si no 
hay debate doctrinal en una enmienda de totalidad, no lo 
podrá haber nunca. Usted al final, huyendo de este deba- 
te, ha caído en las enmiendas que han de ser debatidas 
en Comisión, si es que el proyecto supera este trámite. 

Tengo que decirle que por falta de tiempo no he podi- 
do aludir a la violación que se hace de los estatutos de au- 
tonomía de las Comunidades Autónomas. Las Comunida- 
des Autónomas tienen competencia exclusiva en materia 
de comercio interior y en defensa del consumidor. Señor 
Jover, los artículos cuya supresión solicito por vía de en- 
mienda en la ley, todos, son materia de comercio interior, 
y supongo que tendrán una respuesta adecuada desde los 
grupos de las minorías, grupo catalán y vasco, que ya en 
otro momento lo hicieron valer aquí. Creemos que todos 
estos preceptos serán inconstitucionales si no se suprimen 
de la ley. 

En segundo lugar, tengo que decirle que yo sólo he ci- 
tado estas dos personas porque son los padres del proyec- 

to, pero que hay muchos otros catedráticos y profesores. 
¡Dios nos libre de tener que traer cada uno la ley que le 
diga su catedrático!, porque esto no sería una Cámara po- 
lítica, sino una universidad. El señor Menéndez, efectiva- 
mente, fue magistrado del Tribunal Constitucional - c r e o  
que por un día, porque d i m i t i b ,  lo propuso mi Grupo, 
y me merece todos los respetos. El que no me merece res- 
petos es quien haya copiado tan mal este proyecto de ley. 
En este momento, debo manifestar que nosotros, en la 
cláusula general, introducimos el artículo 87 de la Ley de 
Marcas, artículo que dice que se considerarán desleales 
los que vayan contra los buenos usos mercantiles e indus- 
triales. 

¿Por qué hoy se pide que se derogue una Ley de 10 de 
noviembre de 1987, y se dice en la exposición de motivos 
que es obsoleta? Usted ha dicho desde la tribuna algo que 
denuncia su pensamiento: que está a favor de las nuevas 
doctrinas surgidas a partir de la Segunda Guerra Mun- 
dial. El movimiento consumerista de la Segunda Guerra 
Munidal es la prehistoria, por eso le deben llamar paleo- 
liberal. Estamos hablando a una sociedad post-industrial, 
estamos hablando a una sociedad de hombres y de muje- 
res, a una sociedad en la que se respeta la libertad de las 
personas; estamos hablando a una sociedad en la que 
cada sector tiene que tener su instrumento legal. Ese es 
el cometido de los políticos para que defiendan sus pro- 
pios intereses en conflicto y en libertad. No hacer un sis- 
tema vertical ni tratar de meter en una ley todos los sec- 
tores, porque estamos haciendo un régimen vertical y eso 
va contra la concepción liberal y democrática del Estado. 

Es un gravísimo error el que usted acaba de denunciar 
aquí, y está en el «Diario de Sesiones». Fíjese si es un error 
que usted no debe recordar que han presentado una en- 
mienda al artículo 20.2.c), en el que suprimen la legiti- 
mación activa para interponer las acciones a las Adminis- 
traciones públicas y al Estado. Todo ese canto que ha he- 
cho usted a que el Estado debe intervenir en el proceso 
para el control y la ordenación, ustedes mismos, por vía 
de enmienda, lo rechazan y lo suprimen. Eso es filosofía 
pura de la ley. Hay que hablar de filosofía y permítame 
que tenga que insistir. 

Señor Jover, entre la Ley de Defensa de la Competen- 
cia y el proyecto de ley de competencia desleal que aca- 
bamos de enmendar, no hay la menor sintonía; hay una 
absoluta distorsión. Es tal la distorsión que ustedes ata- 
ban con la «melée» en este proyecto al presentar un au- 
téntico «legicidio». Han hecho subrepticia una enmienda 
a la totalidad de la ley de Defensa de la Competencia. Es 
la petición de una disposición adicional nueva, que leo, 
cuando dice (no sé si me la he traído), que reglamentaria- 
mente se establecerán los criterios con arreglo a los cua- 
les habrá de determinarse, a los efectos prevenidos en el 
artículo 7.0 de la Ley de Defensa de la Competencia, cuan- 
do un acto de competencia desleal falsea de manera sen- 
sible la competencia en el mercado. Es decir, acaban con 
la cláusula general, dicen que no se sabe ya lo que es com- 
petencia desleal ni qué conducta falsea, que será aquella 
que reglamentariamente se determine por el Gobierno. 
¿Cómo se puede aguantar una discrecionalidad de este ta- 
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maño en la ley que viola el principio de legalidad, el prin- 
cipio de seguridad jurídica, que es una aberración legis- 
lativa? A partir de que aprobemos esta ley sólo será com- 
petencia desleal y conducta que falsee la concurrencia y 
la competencia aquello que el Gobierno determine regla- 
mentariamente. Ello sucederá si se aprueba la enmienda 
que acaba de presentar el Grupo Socialista al proyecto. 

Esto es, como me habían contado, que pensaba traer 
aquí la ley de responsabilidad limitada como ley de ba- 
ses y, luego, desarrollarla reglamentariamente. Supongo 
que habrán desechado esa tentación porque el desarrollo 
reglamentario de las leyes es algo que también es arcaico. 

Aquí no subyace la defensa del modelo de los empresa- 
rios. No se confunda usted. Yo hice la primera Ley de De- 
fensa del Consumidor en este país -perdónenme esta in- 
modestia- y soy sensible al problema de los consumido- 
res como el que más en esta Cámara. No subyace la de- 
fensa de los empresarios. Los empresarios en su sitio y los 
consumidores en el suyo. No verticalice el Derecho mer- 
cantil. Esto es una ley mercantil, aunque la haya hecho 
el Ministerio de Justicia, es una ley económica. Por tanto, 
es una ley de la economía. Por esa razón, metan ustedes 
a los médicos, a los sanitarios, a las amas de casa. Los con- 
sumidores es un sector importante de la sociedad que tie- 
ne su instrumento legal. 

No tenemos el modelo paleoliberal, ni el profesional. 
Eso está superado. Nosotros vamos más lejos. Apúntese 
esto para pedir esta consulta: la doctrina alemana del mo- 
mento une los dos proyectos de ley: el de 1990, de Defen- 
sa de la Competencia, y el de 1986, de la Competencia Des- 
leal, en un Sólo derecho de la competencia, que es el que 
está confeccionando la Comunidad Económica Europea, 
que es donde estamos. No vayamos a ser más papistas 
que el Papa, no vayamos a enseñar a la Comunidad Eco- 
nómica Europea cómo se hacen las cosas, porque estamos 
desarmando jurídicamente a nuestra economía. Esto será 
una gran ventaja para los empresarios de la Comunidad 
Europea, que ya se ha visto cómo algunos sectores están 
invadiendo, colonizando, comprando sectores importan- 
tísimos, industriales y empresariales de España, con un 
daño tremendo e irrecuperable. 

Insisto. Mediten y reflexionen que esta devolución al 
Gobierno puede ser un nuevo aire con el que la ley venga 
aquí siguiendo las pautas de la Comunidad Europea que 
hoy no se someten. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Camacho. 
Tiene la palabra el señor Jover. 

El señor JOVER PRESA: Señor Presidente, señoras y 
señores Diputados, en su última intervención el señor Ca- 
macho ha dicho muy pocas cosas nuevas. Voy a referirme 
solamente a ellas para no continuar un debate que ya está 
cerrado. 

Ha preguntado cómo es posible que los artículos 87,88 
y 89 de la Ley de Marcas, muy reciente, de hace apenas 
tres años, son derogados por esta ley. Se lo voy a expli- 
car, señor Camacho. Ya lo había hecho antes, pero lo re- 
petiré. 

La Ley de Marcas es puramente sectorial. Como su 
nombre indica, regula un aspecto muy concreto del orde- 
namiento mercantil. El legislador al hacer esta Ley se dio 
cuenta de que en España seguimos sin tener un ordena- 
miento de la competencia desleal. Porque era necesario 
dictar algunas normas, aunque sólo fuera para resolver el 
problema que se planteaba respecto a la ley de Marcas, 
se hizo esto. 

La propia exposición de motivos de la Ley de Marcas, 
dice que es una regulación provisional, a la espera de la 
definitiva: a la espera, dice, de la futura ley de competen- 
cia desleal. Ahora la tenemos y está justifirado que dero- 
guemos aquellos tres artículos de la Ley de Marcas por- 
que se integran dentro de una ley más nueva y completa 
de competencia desleal. 

Es verdad que la exposición de motivos del proyecto 
dice que aquellos artículos están obsoletos. ¿Por qué? 
Sencillamente porque en aquel momento el legislador se 
dio cuenta de que para hacer tres artículos que se refe- 
rían sólo a la Ley de Marcas no podía cambiar todo el mo- 
delo existente. Por eso, es verdad que los tres artículos de 
la Ley de Marcas responden al modelo corporativo profe- 
sional. Habría sido poco serio, para una ley puramente 
sectorial, desarrollar todo un cambio global en la futura 
ley de la competencia desleal. Ahora podemos hacerlo y 
lo hacemos: ahora superamos definitivamente el modelo 
corporativo profesional. Es por eso por lo que se derogan 
estos tres artículos de la Ley de Marcas. 

Pregunta S .  S .  cómo es posible que el Grupo parlam’en- 
tario Socialista presente una enmienda proponiendo una 
nueva disposición adicional a la ley de Defensa de la Com- 
petencia. Señor Camacho, usted fue ponente de la Ley de 
Defensa de la Competencia. Tuvimos ocasión de discutir 
allí muchas cosas y recordará que en dicha Ley hay un ar- 
tículo 7.0 que dice que el Tribunal de Defensa de la Com- 
petencia conocerá de los actos de competencia desleal 
cuando produzcan un efecto significativo en el mercado. 
Ahora se trata de tomar aquella disposición y darle un 
cierto sentido, porque lo que aquí estamos diciendo es que 
los actos d’e competencia desleal que están regulados por 
esta Ley y que producen un efecto significativo en el mer- 
cado, serán conocidos por el Tribunal de Defensa de la 
Competencia. ¿Cuándo producen esos actos un efecto sig- 
nificativo? ¿Vamos a cerrar la propia Ley? Sería exage- 
rado. Damos una habilitación reglamentaria al Gobierno 
para que defina no lo que es un acto de competencia des- 
leal, señor Camacho, sino para que defina simplemente 
cuando se produce una afectación sensible al mercado. 
Usted debería saber que ésta es una práctica habitual, in- 
cluso en derecho comunitario, donde existe una comuni- 
cación de la Comisión europea que dice cuándo y con qué 
criterios cuantitativos se entiende que un acto afecta sen- 
siblemente al mercado. Los criterios que utiliza son dos: 
el porcentaje en el mercado del producto en cuestión, y 
la cifra de ventas de las mercancías afectadas. Ya tene- 
mos una vía posible para que el Gobierno, cuando tenga 
que desarrollar esta habilitación reglamentaria, diga 
cuándo se produce o no efecto sensible. ¿Para qué? Para 
ver cuando corresponde el tema al Tribunal de Defensa 
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de la Competencia, o cuando, no le pertenece. Por tanto, 
no hay ningún tipo de contradicción, señor Camacho, en 
ese sentido. 

El Tratado de Roma no se refiere en absoluto a la com- 
petencia desleal, y difícilmente la Comunidad Europea, 
la Comisión o ,el Consejo de Ministros pueden haber de- 
sarrollado el derecho de la competencia desleal. Los artí- 
culos 85 y 86 del Tratado de Roma se refieren a dos cosas 
que no son competencia desleal, sino todo lo contrario: 
falseamiento de la competencia como son las prácticas co- 
lusorias, y el abuso de posiciones dominantes. No confun- 
damos cosas que no tienen por qué confundirse. 

Finalmente, usted ha sacado un argumento nuevo. Dice 
que el proyecto de ley pretende regular aspectos que son 
de la competencia exclusiva de las comunidades autóno- 
mas. Señor Camacho, no abramos nuevamente este deba- 
te que ya se hizo suficientemente en la legislatura pasa- 
da. Usted sabe que en la legislatura pasada en este pro- 
yecto de ley también se debatió una enmienda a la tota- 
lidad, no de su Grupo, sino del Grupo Parlamentario Vas- 
co, PNV, y precisamente basada en lo que usted ha dicho 
aquí: en los problemas competenciales. A mí me gustaría 
tener hoy el éxito que tuve en aquel momento, porque de 
resultas de mi intervención, o quizás porque las cosas es- 
taban muy claras, en aquel debate el propio Grupo en- 
mendante retiró su enmienda a la totalidad, se declaró sa- 
tisfecho y no la ha vuelto a presentar. De manera que va- 
mos a ver si aclaramos los temas Suficientemente. 

En todo caso, y para recuperar los argumentos que di 
en aquel momento, que me pide el señor Camacho, voy a 
repetirlos. Primero, artículo 149.1.1 de la Constitución: El 
Estado tiene competencia exclusiva para desarrollar las 
normas básicas que garanticen la igualdad de todos los es- 
pañoles en el ejercicio de sus derechos constitucionales 
(la libertad de empresa es un derecho constitucional). Se- 
gundo, artículo 149.1.6.: Competencia exclusiva del Esta- 
do en legislación mercantil; así, sin más, y esto es legis- 
lación mercantil. En tercer lugar, toda la doctrina juris- 
prudencial del Tribunal Constitucional sobre el concepto 
de unidad de mercado, incompatible con que en cada co- 
munidad autónoma hubiera una ordenación del derecho 
de la competencia, y es incompatible claramente, porque 
¿qué mercado sería ese? En cuarto lugar, sabe usted, se- 
ñor Camacho, o debería saberlo, que prácticamente todos 
los estatutos de autonomía, a la hora de establecer este tí- 
tulo competencial, decían: las comunidades autónomas 
tienen competencia en materia de comercio interior. Y 
añadían todos ellos (por ejemplo, el artículo 10.27 del Es- 
tatuto vasco): excepto la legislación de defensa de la com- 
petencia, que se recomienda que se remita al Estado. 

Creo, señor Presidente, que es perder el tiempo discutir 
sobre temas que están muy claros, y son tan claros que 
incluso tenemos jurisprudencia del Tribunal Constitucio- 
nal, señor Camacho. El Tribunal Constitucional tuvo oca- 
sión de pronunciarse exactamente sobre el tema que us- 
ted plantea con motivo de la discusión sobre el recurso 
de inconstitucionalidad contra la Ley de Rebajas del Par- 
lamento de Cataluña. Tuvo ocasión de hacerlo. 

El señor PRESIDENTE: Señor Jover, le ruego conclu- 
la. 

El señor JOVER PRESA: Acabo, señor Presidente. 
Y dijo textualmente que si bien es verdad que aquí hay 

materias que afectan al derecho de los consumidores que 
son competencia de las comunidades autónomas, también 
iay otras que afectan claramente a la defensa de la com- 
setencia, y que son materias exclusivas del Estado. 

¿Qué hizo el Tribunal Constitucional en aquella senten- 
-ia, por ejemplo? Declaró inconstitucionales dos artícu- 
LOS de la Ley de Rebajas del Parlamento de Cataluña, por- 
que precisamente entraban a regular temas de defensa de 
ia competencia. Concretamente el artículo 17 de la Ley 
iel Parlamento de Cataluña, que regulaba la venta a pér- 
iidas, dijo que eso no lo podía hacer la Comunidad Autó- 
noma, y el artículo 21 respecto a otros problemas de com- 
Detencia desleal o abusiva. Es decir, en este aspecto, se- 
ñor Camacho, usted tampoco tiene ninguna razón. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor CAMACHO ZANCADA: Pido la palabra. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Jover. No tiene 

iGrupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo del CDS, tiene la palabra el señor Santos 

la palabra, señor Camacho. 

Miñón. 

El señor SANTOS MINON: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, ni somos tan catastrofistas como lo ha sido el 

portavoz del Grupo proponente de la enmienda, ni tam- 
poco participamos de la excesiva satisfacción que parece 
demostrar el portavoz del Grupo que ha actuado en con- 
tra de la misma. 

Es cierto que desde un primer momento mantuvimos 
dudas con respecto a qué postura adoptar en relación con 
este proyecto de ley de la competencia desleal, pero la dis- 
yuntiva que tuvimos planteada la resolvimos en el senti- 
do de optar por el camino menos malo -por lo menos eso 
entendimos- y creer que lo más conveniente sería pro- 
ceder a efectuar enmiendas que rectificasen, que arregla- 
sen este proyecto de ley, de forma tal que se adecuase lo 
más posible a la realidad actual y sirviese, de esta mane- 
ra, para tener un texto legal que contemplase a la perfec- 
ción, dentro de lo que la propia ley permitía, una regula- 
ción relativa a la competencia desleal. 

Esta norma, indudablemente, va a traer otra disposi- 
ción nueva que se incluirá dentro de la maraña legislati- 
va que actualmente estamos teniendo ya que continua- 
mente comprobamos cómo se van produciendo regulacio- 
nes parciales que lo único que hacen es incrementar la di- 
ficultad de su interpretación tanto es así que incluso a los 
propios técnicos en derecho a veces se les dificulta de for- 
ma considerable. Sin embargo, vuelvo a reiterar la con- 
veniencia de que, de una vez, sea regulada la materia para 
así poder tener una mayor tranquilidad en el desenvolvi- 
miento del comercio. 

Dentro de la norma observamos la existencia -y no 

, 
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creo que sea por aviesa intención en su confección- de 
una falta de técnica jurídica tanto en su preparación como 
en su redacción. Comprobamos cómo una exposición de 
motivos larga y prolija parece desprender un texto que 
tendría que tener una mayor tecnicidad en su regulación 
y una omnicomprensión de todas las materias, de todos 
los temas referentes a la competencia desleal. (El señor 
Vicepresidente, Muñoz Carcía, ocupa la Presidencia.) Sin 
embargo, no es esa, en verdad, la idea que luego se des- 
prende de la lectura del propio texto y tan es así que han 
sido más de veinte las enmiendas que mi Grupo presenta 
con el fin de poder rectificar muchos de los aspectos e in- 
cluso con el pensamiento de que, en unión de las enmien- 
das de los restantes Grupos, pueda posteriormente salir 
esa ley que todos querríamos tener. 

Destacamos que la terminología es poco técnica y que 
hay determinadas carencias. Falta, por ejemplo, la habi- 
litación para que el Gobierno pueda reglamentar todas 
aquellas cuestiones que amplían el contenido y permitan 
la funcionalidad real de la ley. No se establece una dis- 
posición transitoria que regule los procedimientos que se 
inicien desde el momento de aprobación de la ley hasta 
que la misma entre en vigor, esos seis meses, ya que, en 
caso contrario, tendrían que producirse unos cambios en 
los procedimientos que se hubiesen iniciado desde ese mo- 
mento, con lo que se provocarían unas situaciones verda- 
deramente complejas en los tribunales para resolver to- 
das aquellas cuestiones que ante los mismos se plantea- 
sen. Hay una uvacatio legisn que habría que regularizar 
y para lo que nosotros hemos presentado la correspon- 
diente enmienda. . 

La verdad es que del análisis del texto e incluso de los 
informes que al mismo se habían presentado, observamos 
que hubo una pérdida de oportunidad al no aprovechar 
el dictamen del Consejo General del Poder Judicial, don- 
de de una forma bastante amplia se compendian todas 
aquellas necesidades que deberían incluirse en este pro- 
yecto de ley, y aunque, si bien desde el proyecto anterior 
al actual ha habido ciertas modificaciones, no se ha lle- 
gado a comprender en su totalidad, cuando eso sí que hu- 
biera enriquecido de forma importante el proyecto e in- 
cluso hubiese terminado con muchas de las críticas que 
tiene. 

También es cierto que el propio Consejo recomendaba 
que esta ley no debería publicarse con el texto que tiene, 
sino que deberíamos intentar una recopilación de todas 
aquellas normas referentes a la competencia desleal que 
están dispersas en distintas disposiciones, tales como la 
Ley de Marcas y Patentes, la Ley General de Publicidad 
y la Ley de la Competencia. Sin embargo, a su vez y dada 
la existencia del texto, propone una serie de modificacio- 
nes, que, como digo, algunas han sido atendidas y otras 
desoídas, y ésas hubiesen permitido un texto mucho más 
adecuado, real y con una mayor efectividad. 

Ante ambos planteamientos, tanto el del Grupo enmen- 
dante como el del Grupo que ha actuado en contra del 
mismo, nosotros pensamos que, respecto a la enmienda 
de totalidad presentada, mi Grupo va a abstenerse en la 
votación de la misma. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
señor Santos Miñón. 

lunya, tiene la palabra el señor Castellano. 

El señor CASTELLANO CARDALLIAGUET: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

Nuestro Grupo no ha introducido ninguna enmienda de 
totalidad por dos fundamentales razones. La primera, 
para tener coherencia ante la actitud que mantiene con 
toda clase de iniciativas en esta Cámara, a fin de que in- 
mediatamente sean objeto de tramitación y de discusión. 
La segunda, quizá mucho más realista, por ser conocedor 
de cuál es el resultado automático de las votaciones y para 
no contribuir a un esfuerzo útil. 

Es cierto que hoy que se discute esta ley de competen- 
cia desleal, y que casualmente es el día del consumidor, 
no estamos rindiendo al consumidor el menor homenaje. 
Si el bien jurídicamente protegible es la disciplina del 
mercado y ésta, lógicamente, no por una actitud reveren- 
cial a la economía libre de mercado, ni menos aún a la 
competencia leal, sino por una actitud de defensa de lo 
importante, debiera proteger a la parte más débil, el usua- 
rio y el consumidor, no son éstos los que más protegidos 
salen de esta ley. Es más, incluso ya, aunque ello sea en- 
trar en el articulado, extraña enormemente que a consu- 
midores y usuarios se les restrinjan las facultades de in- 
tervención, de denuncia y de posible represión de actos 
de competencia cuando se circunscriban a sus intereses 
privativos, lo cual es un concepto que como tantos y tan- 
tos que se repiten en la ley se presta a toda clase de con- 
fusiones y de interpretaciones. 

Nosotros no somos partidiarios, sinceramente, de que 
haya muchísimas leyes especiales. Es más, razonando un 
poco con supuestos como el que contemplamos hoy se po- 
dría decir que con la actual legislación administrativa, 
penal y civil bastaba. Administrativamente ya se sabe 
cuáles son las obligaciones del Estado; civilmente, ahí 
está el artículo 1.902 para exigir toda clase de responsa- 
bilidades por culpa o negligencia, la culpa será contrac- 
tual y penalmente está todo el apartado correspondiente 
a fraudes, ,delitos y estafas y otras formas de engaño que 
bastarían. Entonces, cuando viene una ley de este tipo tie- 
ne que ser para mejorar la situación, y a nosotros nos hu- 
biera gustado que la mejora: sobre todo que la mejora 
siendo una ley -lo decimos categóricamente y sin nin- 
gún empach- intervencionista desde la Administración; 
una ley que además de tutelar la disciplina de mercado y 
proteger los intereses de usuarios y consumidores, hicie- 
ra real el mandato del artículo 9.” de la Constitución, que 
impone a los poderes públicos corregir las causas que pue- 
dan llevar a una situación de desigualdad y de agravio 
precisamente para los más débiles. Pero esta ley, que 
quiere parecer proteccionista del usuario y consumidor, 
es mucho más contemplativa que proteccionista. 

Si recordamos, por ejemplo, las conclusiones de las jor- 
nadas sobre derecho del consumidor y la práctica judicial 
que se tuvieran en la Universidad Menéndez Pelayo hace 
dos veranos, en que las asociaciones de usuarios y consu- 
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midores se quejaban con una enorme razón de cómo la 
práctica judicial no está a la altura de las circunstancias 
y que hacía falta una mayor intervención del Estado en 
todos sus niveles, llama poderosamente la atención que 
esta ley ponga un excesivo énfasis en dejarlo todo en ma- 
nos de los jueces. Se incita al ejercicio de acciones decla- 
rativas, de cesación, de remoción, de rectificación o de re- 
sarcimiento, pero con carácter previo al ejercicio de estas 
acciones yo creo que la Administración tiene algo más que 
hacer, porque muchas veces los temas que tenemos enci- 
ma de la mesa no son solamente de que se conculca una 
posible libertad concurrencia1 entre una empresa u otra, 
es que debajo de esa conculcación de la libertad con- 
currencial a lo mejor hay asuntos muy dolorosos, cuales 
son incluso delitos contra la salud pública, cuales son au- 
ténticos fraudes y estafas que le pueden dejar al ciudada- 
no exclusivamente en el ámbito de su patrimonio de ac- 
ciones el que se tenga que enfrentar con los poderes eco- 
nómicos, que es lo que subyace debajo de esta ley con la 
situación de inerme que suele tener un ciudadano ante es- 
tos grandes poderes. 

Pero ya que se hace la ley nosotros queremos contri- 
buir a que lógicamente mejore. Vamos a pedir de todos y 
cada uno de los grupos que pongan más el acento en lo 
que es la protección del usuario y del consumidor, por- 
que la ley a veces tiene aspectos en que parece que más 
bien protege una situación de ((statu que», con un cierto 
susto ante nuevas formas mercantiles que puedan poner 
en peligro situaciones establecidas, y en alguna medida 
no es proteccionista del usuario y del consumidor, sino 
proteccionista de la situación actual, lo cual no es bueno. 
Vamos a pedir que, por favor, se revisen un conjunto de 
términos que jurídicamente no son aceptables. Si esta ley 
es una ley para la prohibición de actos de competencia 
desleal, hay que dejar completamente claro que el simple 
peligro de la producción de estos actos es un cajón de sas- 
tre que se puede prestar a una enorme cantidad incluso 
de abusos, sobre todo teniendo en cuenta que la propia 
ley establece unos mecanismos de adopción judicial de ca- 
rácter cautelar que luego pueden ser absolutamente irre- 
parables y pueden causar un enorme daño. 

Si somos capaces de corregir la cantidad de términos 
que llevan inmersa la inseguridad jurídica y la incerti- 
dumbre; si somos capaces, a su vez, de poner mucho más 
el acento en la defensa de los usuarios y consumidores; si 
somos capaces de introducir una mayor no facultad, sino 
obligación de intervención de la Administración (que es 
la que tiene medios para conocer cuándo esa competen- 
cia desleal, además, lleva aparejado un fraude o un ma- 
yor peligro) y si, por fin, también, y de acuerdo con la 
Constitución, somos capaces de acometer el principio de 
unidad juridiscional, nosotros acabaremos votándola fa- 
vorablemente. Porque lo que es cierto es que, aprovechan- 
do esta ley, sería buena ocasión para que otro tribunal ad- 
ministrativo, como es el Tribunal de Defensa de la Com- 
petencia o de Prácticas Restrictivas de Monopolio, desa- 
pareciera de una vez del campo de la Administración y se 
hiciera realidad el principio constitucional de que sólo a 
los jueces de la jurisdicción ordinaria corresponde la fa- 

cultad de juzgar en exclusiva y excluyentemente y ejecu- 
tar lo juzgado. 

Por eso hemos introducido enmiendas de carácter par- 
cial y no vamos a votar a favor de la enmienda de totali- 
dad. Ahora bien, como en la enmienda de totalidad hay 
un conjunto de preocupaciones que también comparti- 
mos, nos vamos a abstener en dicha votación. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Muñoz García): Gracias, 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la pa- 
señor Castellano. 

labra el señor Trías de Bes. 

El señor TRIAS DE BES 1 SERRA: Señor Presidente, 
señorías, hablaré desde el escaño para fijar la posición de 
nuestro Grupo Parlamentario. 

Quiero anunciar, de entrada, que nos vamos a abstener 
en la votación de la enmienda de totalidad presentada por 
el Grupo Popular por una serie de razones que voy a in- 
tentar exponer muy brevemente. 

Señor Presidente, este proyecto de ley llega, con este 
nuevo Gobierno y en esta nueva legislatura, por lo visto 
huérfano de presentación. Hubiera sido positivo, incluso 
algo cortés, que el nuevo Gobierno hubiera presentado el 
proyecto a la Cámara, puesto que el propio Grupo Socia- 
lista lo enmienda y quizá haya variado la idea del Minis- 
tro, aunque de hecho haya repetido su presentación ofi- 
:iai o formal en el registro en la Cámara. 

Por tanto, no podemos si no hacer referencia al discur- 
;o que hizo el Ministro en la legislatura anterior para la 
xesentación del proyecto. Nos parece, leído el texto y leí- 
l o  dicho discurso del Ministro, que la situación no ha 
:ambiado en cuanto a la idea del Gobierno. 

Nos hubiera gustado más, desde un punto de vista ra- 
:ional, incluso desde un punto de vista estrictamente téc- 
iico, que se hubiera concebido toda esta regulación des- 
ie la Ley de Defensa de la Competencia, Ley de Publici- 
iad, Ley de Marcas, Ley de Defensa de los Consumidores 
v' esta propia ley, haciendo un bloque que hubiera entra- 
io en aquello que el señor Camacho ha definido, que es, 
:n definitiva, lo que tendremos que hacer, una regulación 
iel derecho de la competencia en general. 

Estoy de acuerdo en que el camino es por ahí, que una 
hralidad de leyes especiales, como decía el señor Cas- 
ellano, no es buena, porque tenemos que regular en una 
ey la derogación de artículos de otra que se superponen, 
I eso luego siempre se hace de difícil aplicación. Por otro 
ado, se escapan conceptos que no sólo se superponen, 
;ino que dificultan la interpretación, incluso hay un 
irtículo que habla de la dificultad del propio entendi- 
niento de los textos. 

Creo que en conjunto se ha hecho mal, que podría ha- 
>erse mejorado, que se tenía que haber hecho, repito, un 
doque legislativo y que en un principio se quiso hacer 
isí, puesto que se llevaba en paralelo un proyecto hecho 
)or el Ministerio de Hacienda, que era el de defensa de la 
:ompetencia, y otro proyecto que era éste, elaborado por 
:1 Ministerio de Justicia, y hubo, además, la intención de 
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discusión simultánea por las Cámaras, cosa que no fue po- 
sible por la disolución de las mismas y un proyecto se 
aprobó y el otro quedó a media tramitación. (El señor Pre- 
sidente ocupa la Presidencia.) 

A mí me preocupa el excesivo intervencionismo que re- 
zuma esta ley, y no lo digo por el texto, porque está bien 
que se regulen no sólo los intereses privados que puedan 
concurrir en el mercado, sino que se amplíe a una defen- 
sa de los consumidores, por supuesto, e incluso que se re- 
gule lo que podría llamarse un interés del Estado en las 
relaciones concurrenciales y competenciales de una eco- 
nomía de mercado; todo esto me parece muy bien. Pero 
en el discurso de presentación del Ministro de aquel en- 
tonces -y que hoy nos hubiera gustado escuchar- se po- 
nía un acento muy especial en la línea de intervencionis- 
mo del Estado en las leyes del mercado, como si la con- 
currencia en sí fuese un peligro. Una frase concreta del 
Ministro de aquel entonces -el mismo de hoy- decía que 
el Gobierno había tratado de establecer normas que ase- 
gurasen la gobernabilidad del mercado que sus propias le- 
yes naturales no han podido garantizar. Está bien que re- 
gulemos situaciones anómalas o distorsiones, pero que no 
haya una obsesión, porque esta obsesión se vuelve a re- 
petir en el discurso de entonces del Ministro cuando dice 
lo siguiente: Es permanente preocupación del Gobierno 
socialista tratar de reglamentar los comportamientos de 
los operadores económicos. Pero será cuando hay un in- 
terés global o del Estado a proteger, evidentemente, y 
queremos entenderlo así. 

Por tanto, discrepamos, por un lado, de la excesiva par- 
celación que se está haciendo en la renovación de nuestro 
Derecho mercantil y, por otro, no participamos de la ino- 
portunidad de completar esa regulación que se inició en 
la legislatura pasada. No hemos presentado una enmien- 
da a la totalidad y no podemos apoyar la devolución del 
proyecto al Gobierno, pero sí vamos a abstenernos en este 
trámite. 

A pesar de las reiteradas explicaciones de1 señor Jover, 
que ha intervenido en el turno en contra, creemos que to- 
davía no están bien perfiladas en este texto materias com- 
petenciales, aunque se puede hacer por la vía de enmien- 
da y en Comisión y en los sucesivos trámites parlamen- 
tarios podemos llegar a precisarlo. Sé que es difícil, us- 
ted ha hecho referencia desde la tribuna a la retirada de 
una enmienda a la totalidad en la legislatura pasada por 
el Grupo Vasco, pero yo insisto en que no se acaba de per- 
filar en esta ley -y nosotros hemos presentado enmien- 
das en ese sentid- el derecho de los usuarios y los con- 
sumidores. Creemos que todavía no queda bien delimita- 
do y que se pueden invadir competencias de las comuni- 
dades autónomas. 

Termino, señor Presidente, reiterando que la posición 
de nuestro Grupo es de abstención, que somos partidarios 
de que se regulen los derechos y los intereses protegidos 
en esta ley, pero nos hubiera gustado mucho más una re- 
gulación global desde la Ley de Marcas, que ya aproba- 
mos, hasta esta ley, porque evitaría la derogación de ar- 
tículos de una ley por otra, y hubiéramos hecho coheren- 
temente un bloque legislativo de regulación del derecho 

de la competencia que, en definitiva, es lo que estamos in- 
tentando hacer. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trías. 
Vamos a proceder a la votación relativa a la enmienda 

de totalidad que postula la devolución al Gobierno del 
proyecto de ley de competencia desleal. 

Comienza la votación (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 274; a favor, 86; en contra, 154; abstenciones, 
34. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la enmien- 
da de totalidad de devolución al Gobierno de este proyec- 
to de ley. 

AVOCACION POR EL PLENO DE PROYECTOS DE 
LEY: 

- DEL PROYECTO DE LEY DE COMPETENCIA DES- 
LEAL (Número de expediente 121/000007) 

El señor PRESIDENTE: Se ha solicitado la avocación 
por el Pleno de la competencia para cteliberar y votar fi- 
nalmente este proyecto de ley. ¿Desea algún grupo que 
esta propuesta sea sometida a votación ordinaria? (Pau- 
sa.) ¿Acepta la Cámara la avocación solicitada? (Pausa.) 

Queda aprobada por asentimiento. 

DICTAMENES DE COMISION SOBRE INICIATIVAS 
LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE AUTORIZA 
LA PARTICIPACION DEL REINO DE ESPANA EN 
LA QUINTA REPOSICION DE RECURSOS DEL 
FONDO AFRICANO DE DESARROLLO (Número de 
expediente 12 1/000003) 

El señor PRESIDENTE: Entramos en el punto sexto del 
orden del día: Dictámenes de Comisión sobre iniciativas 
legislativas. Proyecto de ley por el que se autoriza la par- 
ticipación del Reino de Espaiia en la quinta reposición de 
recursos del Fondo Africano de Desarrollo. No se han pre- 
sentado enmiendas a este dictamen. En consecuencia, va- 
mos a proceder a la votación del dictamen de la Comi- 
sión relativo a este proyecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 275; a favor, 275. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado por unanimi- 
dad el dictamen de la Comisión relativo al proyecto de 
ley por el que se autoriza la participación del Reino de Es- 
paña en la quinta reposición de recursos del Fondo Afri- 
cano de Desarrollo. 

Se levanta la sesión. 

Eran las diez y treinta y cinco minutos de la mañana. 
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5 CORRECCION DE ERRORES 

En el «Diario de Sesiones» número 6, de 20 de diciembre de 1989, intervención del señor Rojas-Marcos, pági- 
na 182, segunda columna, aparecen las siguientes erratas de imprenta: En el párrafo segundo, quinta línea, se dice: 
U... igual podemos decir que los aprobados», siendo lo correcto: «... igual podemos decir de los aprobados». Y en el 
tercer párrafo, séptima línea, se dice: <( ... balanza comercial, sobre todo esta situación se suma», debiendo leerse correc- 
tamente: ii ... balanza comercial. Esta situación se suma». 

En el «Diario de Sesiones)) número 8, de 10 de enero de 1990, página 284, segunda columna, se dice en el segundo 
párrafo, quinta línea: ii... sino que las reservas a la legislación ordinaria*, siendo lo correcto: u... sino que las reserva 
a la legislación ordinaria)). 
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